INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE  4 DE ENERO DE 2005 POR EL QUE SE RESUELVE DISCREPANCIA. SUBVENCIONES.  PROCEDIMIENTO DE REINTEGRO EN UN EXPEDIENTE DE INVERSIÓN EN ACTIVOS FIJOS CON GENERACIÓN DE EMPLEO DEL CENTRO ESPECIAL DE EMPLEO (I. E., S.L.(.

Por la Dirección General de (...............( de la Consejería de (........................( se ha planteado discrepancia respecto a los reparos de fechas 11‑12‑2003  y 27‑4‑2004, formulados por la Intervención Delegada en dicha Consejería, en relación con el expediente número I.S. 34/2000, de propuesta de reintegro parcial por incumplimiento de las condiciones correspondientes a la subvención  otorgada al CEE (I. E., S.L.( por importe de 355.721,96 Euros en virtud de la Orden de Concesión 14221/00 y la Orden Ministerial de 16 de octubre de 1998 del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de las ayudas y subvenciones públicas destinadas al fomento de su integración laboral en centros especiales de empleo y trabajo autónomo.

Una vez analizada la documentación aportada, se exponen por orden cronológico los siguientes actos del procedimiento administrativo, de acuerdo con la documentación aportada, y que constituyen los siguientes 

ANTECEDENTES
1.-
Por Orden 14221/2000 de 14‑12‑2000, suscrita por el Consejero de (...................(, se concede a (I. E., S.L.(una subvención destinada a la financiación parcial de un proyecto generador de empleo de reconocido interés social por importe de 122.187.153, ptas. (734.359.58 Euros), con el compromiso de crear y mantener al menos tres años, 31 puestos de trabajo en régimen de contratación indefinida para trabajadores minusválidos, partiendo de una plantilla de 60 trabajadores. En dicha Orden se indica que en las actuaciones ha quedado acreditado que el proyecto presentado por los interesados contiene supuestos suficientes de causas excepcionales que permitan superar los dos millones por puesto de trabajo previstos en la Orden reguladora, siendo competente para su resolución en estos supuestos el Consejero de (.....................(, actualmente el Consejero de (..................(.

2.-
Con fecha 7 de agosto de 2001 tiene lugar el pago anticipado de la ayuda, cuyo cumplimiento de la finalidad se garantiza mediante Aval prestado en la forma y condiciones reglamentarias por una entidad financiera autorizada. En este supuesto, y de acuerdo con la disposición tercera de la Orden de Concesión, se establece la obligación de "(ejecutar el proyecto y crear los puestos de trabajo previstos en el plazo de 6 meses desde la percepción total de la subvención. Excepcionalmente podrá autorizarse la ampliación del anterior plazo previa solicitud de los interesados".  Por tanto, el plazo de ejecución inicial expiraría el 8 de febrero de 2002. 

3.-
La entidad beneficiaria, con anterioridad al transcurso del plazo previsto para justificar tanto la inversión como la creación de empleo (8/1/02), solicitó con fecha 10 de enero de 2002 ampliación del plazo de justificación hasta septiembre de 2002, en base a que una de las empresas suministradoras, domiciliada en Italia, ha confirmado la entrega de las máquinas en mayo o junio, debido a la fuerte producción que están teniendo. Dicha solicitud de ampliación del plazo no fue objeto de resolución expresa dictada por órgano competente, en aplicación de lo determinado en el artículo 49 de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4.-
Mediante escrito de 22 de mayo de 2002, y una vez superados los plazos de justificación tanto iniciales como la ampliación mediante silencio positivo,  el CEE además de reiterar la solicitud de ampliación de plazo arriba señalada ‑hasta septiembre de dicho año‑, solicita la autorización para realizar un cambio significativo de la inversión. Como sucedió en el punto anterior, esta petición no fue contestada por el Órgano Gestor. 

5.-
Transcurrido más de un año desde el término del plazo de justificación fijado en la Orden de Concesión (8/2/02), y con fecha 24 de abril de 2003, se concede a la entidad interesada trámite de audiencia previo al inicio del reintegro, de conformidad con lo dispuesto en el art. 11 d) de la Ley 2/95, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, y de acuerdo con el art. 84 de la Ley 30/92.  A dicha fecha en la que se concede el trámite de audiencia, el beneficiario no ha presentado documentación alguna sobre la justificación de la inversión y la creación del empleo comprometido. 


6.-
Como contestación a dicho trámite de audiencia, el Centro presenta en el Registro documentación para solicitar la devolución del aval pendiente con fecha 21/05/03.

7.-
El 24 de octubre de 2003 se procede a realizar el acto de  comprobación material por parte del Órgano Gestor de la Comunidad de Madrid, la Intervención General y un representante de la entidad beneficiaria. El resultado de dichas comprobaciones es de conformidad proponiendo minoraciones  de acuerdo con las observaciones suscritas por el Interventor Adjunto y expresadas en el dorso. Dichas observaciones se refieren tanto al incumplimiento del plazo para la ejecución del proyecto en una cantidad de 903.615,63 Euros y existencia de un cambio significativo de la inversión que no ha sido objeto de autorización, así como del incumplimiento en la creación neta de puestos de trabajo indefinido, que se cifra en 21 en lugar de los 31 inicialmente previstos en la Orden de Concesión. 


8.-
Posteriormente, se remite propuesta de reintegro a la Intervención Delegada, por importe de 355.721,96 Euros más los intereses que procedan, manifestando esta última su disconformidad al importe de reintegro propuesto con fecha 11 de diciembre de 2003, en base a una serie de incidencias observadas tanto respecto a la ejecución de la inversión como  a la creación de empleo.

9.-
Por la Dirección General de (.....................(,se efectúa informe sobre el cumplimiento de las condiciones de la justificación, cuya conclusión es la siguiente: "El Centro ha generado a fecha 13/06/02 un total de 19 empleos indefinidos según los datos de Coste Salarial a esa fecha. La plantilla de indefinidos era de 64 puestos. Por lo tanto, de los 31 puestos con carácter indefinido comprometidos 12 estaban sin crear a esa fecha lo que supone un incumplimiento por valor de 284.268,22 Euros que el Centro deberá devolver añadiendo los intereses oportunos. La inversión está justificada completamente teniendo en cuenta el empleo presentado". 
10.-
El 27 de abril de 2004, se emite nuevamente reparo por la Intervención Delegada a  la nueva propuesta de reintegro formulada por importe de 284.268,22 Euros, en base a que, respecto a la inversión, no se ha minorado el importe de la misma que se consideró justificado fuera de plazo en el Acta de Comprobación Material, y en relación al empleo generado, se indica por el Centro Fiscal que el empleo neto creado es de 8 trabajadores en lugar de los 31 inicialmente previstos. 

11.-
La Dirección General de (...................(, interpone  ante esta Intervención General escrito de discrepancia en relación a los reparos de fechas 11‑12‑2003 y 27‑4‑2004 formulados por la Intervención Delegada en la Consejería de (..................(,  basándose en los siguientes 3 razonamientos, de los cuales se realiza un breve extracto:

1. "Lo relevante en todas la subvenciones ((((, es que los fondos recibidos se destinen a la finalidad para la que se concede la subvención y que dicha finalidad se cumpla dentro de un determinado plazo (.(. pero que, en ocasiones, por diversas circunstancias debidamente justificadas debe ser prorrogado o ampliado(.., en este caso concreto se han producido circunstancias excepcionales y justificadas no imputables al centro sino al proveedor, pudiendo ser consideradas como fuerza mayor.

2. Al no haberse producido contestación expresa a la petición de ampliación de plazo hasta septiembre, a este Órgano se le plantea la posibilidad de considerar válidos todos los contratos realizados hasta ese momento, ya que se le ha generado al beneficiario una confianza en la concesión tácita favorable del mismo y de ahí que algunos contratos se formalizaran hasta esa fecha, entender lo contrario podría dar lugar a una transgresión del principio de confianza legítima.

3. Finalmente la labor social llevada a cabo por este Centro en la integración laboral de los discapacitados psíquicos debiera ser también tenida en cuanta a la hora de proceder a una valoración de estas alegaciones(."    

Con el fin de analizar los motivos que han dado lugar a la discrepancia de las cuestiones suscitadas así como las causas de los reparos interpuestos por la Intervención Delegada, se formulan las siguientes  

CONSIDERACIONES 

I
La cuestión fundamental a analizar en la resolución de la discrepancia consiste en si puede o no considerarse que la justificación de la finalidad de la subvención se ha realizado fuera o dentro del  plazo previsto inicialmente, así como la existencia de la  posibilidad de prórroga y el procedimiento para su tramitación.

El artículo 10 de la Orden de 16 de octubre de 1998, recoge, entre las obligaciones de los beneficiarios el "Acreditar en el plazo que se determine en la resolución concesoria la realización del proyecto de inversiones previsto, así como la creación y mantenimiento de los puestos de trabajo por los que se concedió la subvención(.". Por su parte, en el artículo 12 del mencionado texto legal se establece que "Procederá el reintegro total o parcial de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora correspondiente(( en los siguientes supuestos: 1. Si los beneficiarios dan las ayudas un destino o aplicación distinta al plan de inversión aceptado. 2. La no creación o mantenimiento de los puestos de trabajo comprometidos. 3(.. 4. Incumplimiento de las condiciones impuestas al beneficiario en la resolución concesoria. 

Se establece en el artículo 6.2. d) de la Ley 2/1995, de 8 de marzo de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, que debe fijarse en las bases reguladoras como mínimo "el plazo y la forma de justificación(.  del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención", estableciendo el artículo 11 del mismo texto legal que ante el incumplimiento por el beneficiario de las condiciones impuestas procederá el reintegro. 

Respecto a la ayuda objeto de estudio, en su Orden de Concesión de 14 de diciembre de 2000, se determina en el Acuerdo tercero, que el beneficiario asumirá, entre otras, las siguientes obligaciones: "a) Para los casos en que se efectúe  el pago mediante la fórmula de anticipo a cuenta (tal y como es el caso que nos ocupa), ejecutar el proyecto y crear los puestos de trabajo previstos en el plazo de 6 meses desde la percepción total de la subvención. Excepcionalmente podrá autorizarse la ampliación del anterior plazo previa solicitud de los interesados".
Del análisis de la normativa anteriormente citada, así como de las obligaciones impuestas en la mencionada Orden de Concesión, se desprende que el cumplimiento del plazo previsto para la ejecución de la finalidad de la subvención, en este supuesto la realización de inversiones así como la creación de los puestos de trabajo, es una condición esencial, cuyo incumplimiento ha de causar el reintegro de la subvención concedida, dado su carácter resolutorio.

En dicho sentido, se ha pronunciado el Tribunal Supremo en diversas Sentencias, de las cuales se extracta el contenido de la STS de la Sala 3 de la Sección 3 de 28 de febrero de 1997, que precisa que "el incumplimiento por el subvencionado de cualquiera de las condiciones generales o especiales del acuerdo de concesión de beneficios faculta a la Administración para declarar la resolución del mismo, con la consecuencia del reintegro al tesoro público de las cantidades percibidas, tesis esta que se funda en estimar que las subvenciones y beneficios 

fiscales concedidos ( implican una carga modal, cuyo incumplimiento habilita a la Administración para declarar tal resolución".

No obstante el carácter resolutorio del plazo, el mismo puede ampliarse para la realización de la actividad y su justificación ante el órgano concedente, prorrogándose el mismo de forma justificada. Dicha prórroga de los plazos determinados en las bases reguladoras y en los acuerdos de concesión de las subvenciones, instada por los beneficiarios, debe efectuarse de forma motivada, y dentro del período de cumplimiento de la subvención y la Administración, dado el carácter resolutorio del plazo, en caso contrario, debe iniciar el procedimiento de revocación y de reintegro en su caso por incumplimiento de las condiciones fijadas en el negocio subvencional. 

En el expediente que nos ocupa la  primera de las prórrogas solicitadas fue  efectivamente  instada por el beneficiario con carácter previo al plazo de ejecución de la ayuda, si bien la Administración no se pronunció sobre su procedencia.

Una Sentencia de la Audiencia Nacional de 3 de marzo de 1999 (RJCA 199/3902), se pronuncia al respecto en el sentido de que el hecho  que la Administración no atendiera la  solicitud de prórroga determina que "una vez llegado ‑el plazo señalado‑ se produjo el supuesto de incumplimiento de una de las obligaciones impuestas a la beneficiaria con motivo de la subvención".

En el supuesto analizado, existen actuaciones por parte de la Administración que pueden inducir a error al continuar la tramitación del expediente como si la solicitud de prórroga hubiese sido concedida (Reunión celebrada el día 3 de marzo de 2004). Al respecto, dicha sentencia de la Audiencia Nacional de 3 de marzo de 1999 declara lo siguiente:

"El hecho de que la Administración autonómica certificara la realización de la inversión subvencionable el 19 de enero 1994 (en el expediente obra otra certificación semejante, expedida el 10 de febrero de 1995), o que la fecha de emisión de los últimos justificantes de la inversión se situara dentro del mes siguiente a la conclusión del período de prórroga, no alteran las consecuencias del incumplimiento, al no mediar causa de justificación del mismo en lo que al período de prórroga concierne." 

En idéntico sentido se ha pronunciado esta Intervención General en sendos informes emitidos con fecha 26 de febrero de 2002 y 29 de abril de 2003 en los que se trata la cuestión relativa al incumplimiento del plazo de realización en subvenciones sobre actividades de interés público.

La tramitación de la prórroga exige no solo un  acto administrativo de autorización de la misma, sino una serie de actuaciones adicionales, aún más en este supuesto cuyo otorgamiento tiene un carácter excepcional,  que determinan la imposibilidad de que pueda hacerse referencia a un error del beneficiario que pudiera entender concedida la misma de forma tácita por parte de la Administración.    

Por todo lo expuesto, la falta de respuesta de la Administración debe entenderse como no concesión de la prórroga, no debiendo olvidarse que la sujeción al principio de legalidad de la actuación de la Administración lleva a considerar la inadecuación al ordenamiento jurídico de la concesión de prórrogas, una vez expirado el plazo para el cumplimiento de la subvención, sin que ésta pueda posteriormente conceder discrecionalmente las mismas. 

En  algunos de los documentos integrantes del expediente (por ejemplo, en el acta de comprobación de la inversión, así como en varios de los informes de la Dirección General de (.................(), se considera la concesión de la primera solicitud de prórroga efectuada en plazo, por un período de tres meses en aplicación de la normativa sobre silencio administrativo en este tipo de expedientes regulada en los artículos 43 y 49 de la Ley de Procedimiento Administrativo. Sobre dicha cuestión nos remitimos a la conclusión a la que hemos llegado en el párrafo anterior, considerando como no válida la ampliación del plazo mediante la figura del silencio administrativo, al exigirse, en estos supuestos, por la normativa y en concreto por el citado artículo 49, acto expreso de autorización por parte de la Administración con carácter previo a la finalización del plazo para la realización de la subvención.     

II 

En el escrito de discrepancia formulado por la Dirección General de (.................( se indica que el incumplimiento del plazo de la justificación de la subvención así como la introducción de ciertas variaciones en el desarrollo inicialmente previsto  en orden al efectivo cumplimiento del interés público perseguido por la subvención, se debe en este caso concreto a que se han producido  circunstancias excepcionales y justificadas no imputables al centro sino al proveedor, pudiendo ser consideradas como fuerza mayor.

Sin embargo el Centro, en sus escritos de solicitud de ampliación de plazo de fechas 10 de enero de 2002 y de 24 de mayo de 2002, en ningún momento  alude a causas de fuerza mayor para justificar la imposibilidad de realizar la inversión en el plazo comprometido así como su modificación.

Es de interés proceder a la definición y análisis del concepto de fuerza mayor para comprobar si realmente dichas circunstancias se dan en el supuesto objeto de análisis 
. La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha definido dicho concepto en varias de sus sentencias, entre las cuales mencionamos las siguientes:

"El concepto de fuerza mayor como exoneración de responsabilidad exige que la no realización de un determinado hecho se deba a circunstancias anormales e imprevisibles, ajenas a quien la invoca, cuyas consecuencias no hubieran podido evitarse ni siquiera con la mayor diligencia" (STS de 17 de enero de 2001).

Según la sentencia de 16 de abril de 1975 "la aparición de circunstancias extraordinarias, imprevisibles que hicieran imposible la realización de la prestación con grave vulneración de equilibrio de las obligaciones contraídas, constituye la causa de fuerza mayor prevista, no pudiendo ser confundida con el "alea o riesgo" de contrato".  

Igualmente, con fecha 30 de septiembre de 1983, conceptúa la fuerza  mayor, "como un acontecimiento que aun cuando se hubiese previsto habría sido inevitable, surgiendo, la mayoría de las veces, como consecuencia de factores exteriores a la empresa.(.  
Por otra parte, en Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de diciembre de 2001 se determinan los requisitos de la fuerza mayor dentro de la normativa comunitaria:

"El concepto de fuerza mayor aplicable en relación con la normativa comunitaria cuyo incumplimiento se considera exige la concurrencia de dos requisitos: a) que el incumplimiento obedezca casualmente a una circunstancia anormal, ajena al operador y a los riesgos comerciales normalmente asumidos, cuyas consecuencias aparezcan como inevitables o sólo susceptibles de ser evitadas al precio de sacrificios excesivos; y b) que se haya procedido con la diligencia razonable para evitar las consecuencias de la fuerza mayor o para paliarlas en lo posible". 

Con cita del artículo 1105 del Código civil el Alto Tribunal recuerda que nadie responderá de aquellos sucesos que no hubieran podido preverse o que previstos fueran inevitables. Se trata de un acontecimiento sobrevenido imprevisible o inevitable, dándose una íntima conexión entre el hecho origen de la fuerza mayor y la obligación que sea causa obstativa para su cumplimiento (sentencia de 16 de abril de 1975).

Igualmente, desde la perspectiva del artículo 1258 del Código Civil dicho Tribunal afirma que la imprevisibilidad ha de acreditarse en forma racionalmente contundente y decisiva.

En Fundamento de Derecho número 4 de  de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid número 258/2004, de 10 de marzo, se expone lo siguiente:

"Hace la parte demandante toda una serie de razonamientos sobre el sobrepasar los plazos en pocos días, lo que no justifica el incumplimiento de los mismos e incluso el empobrecimiento injusto de la Fundación al haber realizado gastos que no le son abonados. Sin embargo, no debe olvidarse que las subvenciones son donaciones modales y que, en consecuencia, están sujetas a una serie de condiciones que han de cumplirse; la parte es libre de solicitarlas o no, y, además, de aceptarlas o no, pero cuando lo hace sabe también a lo que se obliga. Debido a ello, si no cumple con todo lo exigido y se le revoca o se le reduce la subvención, únicamente es imputable a ella (salvo fuerza mayor o caso fortuito,  que aquí no han existido) y debe sufrir las consecuencias de su actuación de incumplimiento". 
De acuerdo con todo lo anterior, se señala que en el expediente no se han acreditado  fehacientemente en el expediente que se den causas de fuerza mayor que motiven la modificación de la inversión efectuada de forma imprevisible así como el incumplimiento del plazo de justificación, y que se hayan realizado todas las actuaciones tendentes a evitar dicha modificación

III
En la solicitud formulada por el beneficiario el 24 de mayo de 2002, además de reiterar la ampliación del plazo hasta el mes de septiembre, se insta la modificación de parte de la inversión a efectuar, sustituyendo la compra de un Camión prevista por un Alimentador + Mando Selectivo.

Se trata, según el escrito de discrepancias de la Dirección General de (................(, de necesidades surgidas en el proceso de ejecución del proyecto de actividad a desarrollar por el beneficiario, que impone la introducción de ciertas variaciones en el desarrollo inicialmente previsto en orden al efectivo cumplimiento del interés público perseguido por la subvención, en este caso concreto se han producido circunstancias excepcionales y justificadas no imputables al centro sino al proveedor, pudiendo ser consideradas como fuerza mayor.

De acuerdo con los  criterios manifestados por  esta Intervención General en su informe de 17 de julio de 2003, ha de considerarse la modificación citada como variación operada, respecto de la previsión inicial del proyecto, en las condiciones de realización de la actividad por el beneficiario, que, sin embargo, no implican alteración sustancial de su naturaleza o finalidad, 

que en todo caso permanece inalterable, existiendo únicamente la necesidad de introducir cambios en su forma de ejecución para un mejor cumplimiento de los objetivos perseguidos con la concesión de la ayuda. 

Se trataría, por tanto, de alteraciones en el proyecto que, sin suponer una variación de su naturaleza, afectan a aquellos aspectos de la actividad que se han tenido en cuenta como criterios valorables en el acto de concesión. Así, para evitar una posible alteración de la concurrencia existente en el proceso de concesión, la inclusión de tales variaciones en la ejecución del proyecto deberá ser previamente autorizada por el órgano concedente de la subvención.
De producirse dichas modificaciones sin la oportuna autorización del órgano concedente, se procederá por parte de éste a la revocación de la subvención por incumplimiento de la obligación de ejecutar la actividad finalista en las condiciones establecidas en la base reguladora.

Con independencia de la extemporánea presentación de la solicitud de modificación de la inversión, se señala que la misma no ha sido autorizada expresamente y de forma motivada por órgano competente, en cumplimiento de las bases reguladoras, y en especial del artículo 6.5 de la Ley de Subvenciones en el que se dispone que "Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión, y en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones concedidas por cualquier entidad pública o privada, nacional o internacional, podrá dar lugar a la modificación de la subvención otorgada. Esta circunstancia se deberá hacer constar en las correspondientes bases reguladoras".

De acuerdo con lo señalado anteriormente, sin previa autorización de forma motivada por órgano competente no puede admitirse la modificación de la inversión efectuada. 

IV
La Dirección General de (...................(, manifiesta  en su segundo motivo de discrepancia que al no haberse producido contestación expresa a la petición de ampliación de plazo hasta septiembre, han de considerarse válidos todos los contratos realizados hasta esa fecha , ya que se ha generado al beneficiario una confianza en la concesión tácita favorable del mismo y de ahí que algunos contratos se formalizaran hasta esa fecha, por lo que entender lo contrario podría dar lugar a una transgresión del principio de confianza legítima.

El principio de confianza legítima se encuadra en la doctrina de los actos propios de la Administración, la cual aparece vinculada a la idea de buena fe y de la vinculación nacida de las apariencias creadas que debe presidir en toda relación jurídica. Como principios de la doctrina de los actos propios se invocan los de igualdad ante la Ley y seguridad jurídica, que es fruto de la confluencia de una serie de principios constitucionales, ‑igualdad, no arbitrariedad y coordinación administrativa‑ en el marco del principio de buena fe y siempre con el límite del principio de legalidad. 

Al respecto el Tribunal Supremo ha venido exponiendo dicha doctrina en numerosas sentencias, pudiéndose citar, entre otras, la de 5 de mayo de 1989 (RJ 3615), 22 de marzo de 1991 (R.J. 2669), 19 de mayo de 1994 (RJ 3853) y 1 de febrero de 1990 (RJ 1990/1258), que en su fundamento de derecho segundo señala: " ((.el "principio de protección de la confianza legítima"que ha de ser aplicado, no tan sólo cuando se produzca cualquier tipo de convicción psicológica  en el particular beneficiado, sino más bien cuando se basa en signos externos producidos por la Administración lo suficientemente concluyentes para que le induzcan razonablemente a confiar en la legalidad de la actuación administrativa, (.." 

El propio Consejo de Estado alude al principio de "protección de la confianza legítima" ‑que viene a ser una derivación del principio de buena fe y seguridad jurídica, para amparar a los interesados cuando soportan unos gastos derivados de la realización de la actividad objeto de la subvención, confiados en que ésta les va a ser pagada por haberse dictado un acto de la Administración que así lo establece. En definitiva, en el conflicto que se suscita entre la legalidad de la actuación administrativa y la seguridad jurídica de la misma, tiene primacía ésta última.  
En el análisis de la documentación aportada se observa que la Administración actuante no dicta acto alguno previamente a la actuación del interesado que pueda generar la confianza legítima del beneficiario primando, por tanto, el principio de legalidad en la actuación administrativa. Así, una vez dictado el acto de concesión con fecha 14 de diciembre de 2000, y abonado el importe, previa presentación del preceptivo aval, con fecha 25 de agosto de 2001, no se genera ningún acto administrativo hasta que al interesado con fecha 24 de abril de 2003 se le concede trámite de audiencia con carácter previo al inicio del correspondiente procedimiento de reintegro.

En la documentación aportada, se alude a la celebración de reuniones, como actos generadores del principio de confianza legítima, lo cual es contrario al principio de legalidad, dado que la confianza del beneficiario ha de basarse en actos expresos y previos dictados por la Administración actuante. 

Por consiguiente, al no dictarse por la Administración acto alguno con carácter previo a la actuación del beneficiario prevalece el principio de legalidad en el actuar administrativo, no pudiendo basarse la mencionada actuación  en el principio de "protección de confianza legítima", así como servir su justificación con la celebración de reuniones, dado que dicho principio de confianza legítima, como anteriormente se ha apuntado, viene a ser una derivación del principio de buena fe y seguridad jurídica ‑ para amparar a los interesados cuando soportan unos gastos derivados de la realización de la actividad objeto de la subvención, confiados en que ésta les va a ser pagada por haberse dictado un acto de la Administración, que así lo establece.

V 
Con independencia de lo anterior y dada la divergencia de criterios sobre la creación de empleo estable entre los órganos gestores y la Intervención, aunque sin tener incidencia en el importe final a reintegrar, se hace necesario el delimitar el término creación de empleo indefinido y el mantenimiento del mismo como obligación necesaria en el otorgamiento de este tipo de subvenciones. 

Según el artículo 2 de la Orden de 16 de octubre de 1998, el objeto de las subvenciones públicas destinadas al fomento de la integración laboral de los minusválidos en centros especiales de empleo y trabajo autónomo es la financiación parcial de aquellos proyectos que generen empleos, preferentemente estables, para trabajadores minusválidos desempleados.  

La Disposición Tercera de la Orden xxx/01, del Consejero de (.....................(por la que se concede a (I. E., S.L.( la subvención analizada establece para el beneficiario la asunción, entre otras, de la obligación de "Mantener al menos tres años los puestos de trabajo creados y que han servido para el cálculo de la subvención, comprometiéndose a sustituir a los trabajadores inicialmente considerados si alguno cesa en el puesto de trabajo, obligándose la empresa a comunicar a esta Dirección General tanto el cese como la nueva alta que se produzca".
En el ámbito estatal, en concreto en la vigente Ley 22/1992, de 30 de julio, de medidas urgentes sobre fomento de empleo y protección por desempleo, se determinó en su artículo quinto que los beneficiarios de subvenciones relativas a fomento del empleo estarán obligados a mantener la plantilla de trabajadores fijos durante al menos tres años. Cuando se produzca el cese de trabajadores fijos en dicho plazo, la empresa está obligada a cubrir la vacante, en el plazo de un mes, mediante un contrato por tiempo indefinido y al menos con una jornada igual a la del contrato extinguido.

Además de los requisitos comunes establecidos en las bases, para los proyectos de creación de empleo en centros especiales, el artículo 5.B.1.a. de la Orden reguladora de la concesión, exige que supongan la creación de empleo estable para minusválidos, estableciendo en su artículo 10 entre otras obligaciones de los empresarios, la acreditación de "la realización del proyecto de inversiones previsto, así como la creación y mantenimiento de los puestos de trabajo por los que se concedió la subvención".
En interpretación de la Orden de 16 de octubre de 1998, la Dirección General de (...................(, con fecha 5 de mayo de 2000, desarrolló los criterios sobre subvenciones para proyectos generadores de empleo de interés social y que sirvieron de bases para dictar la correspondiente Resolución en virtud de la cual se concedió la subvención que se analiza.

El apartado B) ‑ Criterios: proyectos subvencionables. Módulos de cálculo y otros criterios‑, de dichas Instrucciones, se dispone, entre otros aspectos lo siguiente:

"En la Resolución se fijará, igualmente, la plantilla de minusválidos del centro al objeto de acreditar la creación de empleo neto en el expediente de pago o levantamiento de aval. Esta plantilla se calculará haciendo la media de la que el centro hubiera tenido en el año 1999 (año anterior al período subvencionable); se presumirá que dicha plantilla media es la que resulte de los expedientes de coste salarial que obran en el servicio". 

La propuesta de viabilidad del proyecto a subvencionar, suscrita por el Técnico responsable de la Dirección General de (.................(, recogió el compromiso de la empresa de crear 31 contratos de trabajo indefinidos y estableció en 60 la media de plantilla que tenía la empresa, como compromiso adquirido en subvenciones y contratación anteriores. El número de plantilla igualmente fue fijado en 60 trabajadores en la Orden 14221/00, de 14‑12‑00 de Concesión de la subvención.      

El compromiso de contratación en este tipo de subvenciones, y como ya se ha expuesto por esta Intervención General en anteriores informes
 , no debe agotarse con la mera contratación inicial de los trabajadores, sino que, para conseguir el objetivo perseguido por la línea de subvenciones, debe mantenerse en el tiempo. De esta forma se ha pronunciado el Tribunal Supremo (T.Supremo 19 de octubre de 1999 ‑ recurso 753/1995), en relación a una línea de fomento en materia hortofructícola al apreciar un incumplimiento del beneficiario relativo al empleo que debía de ser creado, en sus fundamentos de derecho:

"(() cuando al referirse a la condición atinente al empleo matiza que la obligación que comporta no es sólo de creación de empleo y sí de mantenimiento de los puestos de trabajo comprometidos. En efecto, siendo así que las subvenciones de que se trata tiene como finalidad esencial la de fomento de determinadas  actividades empresariales y del empleo consecuente de ellas, es obligado que lo comprometido tenga cierta continuidad en el tiempo; por ello, la fijación de un plazo dentro del cual han de ser cumplidas las condiciones a que se supeditó la ayuda, no admite la interpretación de que sea bastante que el cumplimiento se produzca en un momento dado dentro de ese plazo; al contrario, sin necesidad ahora de ulteriores precisiones, la fijación de aquel plazo comporta la exigencia de que a su término permanezca la situación de cumplimiento comprometida."

Por tanto, la primera obligación de la entidad beneficiaria, una vez cumplida la primordial o básica de la ayuda (fomento de empleo), es el mantenimiento del mismo. Analizando el significado del término mantenimiento, se señala que cuando la interesada solicitó la subvención, adoptó el compromiso de preservar los puestos de trabajo creado durante un período (tres años), se comprometió a que los puestos subsistieran por ese período, y ese fue su compromiso, no el de no poder compatibilizar los puestos subvencionados con otros más que pudieran subvencionarse en un futuro.

Así es reiterada la jurisprudencia del Tribunal Supremo en la que se establece la obligación de que, en este tipo de subvenciones ‑ las de fomento de empleo‑ , debe "exigirse el cumplimiento de la condición de empleo con rigor (. Dada la finalidad perseguida por este tipo de ayudas públicas y la procedencia de estar a lo pactado, y, por tanto a lo que resulte de la resolución individual de concesión, luego aceptada." (STS 23/7/2001).

En relación al asunto consustancial planteado, que es la de generación de empleo estable, sobre el cual se suscitan dudas a lo largo de la tramitación del expediente, se señala que en los Criterios de la Dirección General de (..................( sobre este tipo de subvenciones, se equipara la creación de puesto estable con la contratación indefinida. 

Idéntica interpretación se efectúa por el Decreto 222/1998, de 23 de diciembre, de desarrollo parcial de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de Madrid, en materia de bases reguladoras de las mismas, determinándose que "La creación de empleo estable se valorará por los siguientes indicadores:

a) Estabilidad de la plantilla de la entidad solicitante, referida al mantenimiento o incremento del número de trabajadores con contrato indefinido durante el año inmediatamente anterior al de la solicitud de la subvención.

b) Porcentaje de trabajadores con contrato indefinido sobre el total de los trabajadores de plantilla de la entidad solicitante, en el momento de presentación de la solicitud.

VI
En el tercero de los razonamientos el Órgano Gestor en el escrito de discrepancias  formula lo siguiente:"Finalmente la labor social llevada a cabo por este Centro en la Integración laboral de los discapacitados psíquicos debiera ser también tenida en cuenta a la hora de proceder a una valoración de estas alegaciones  y que debiera primarse esta labor así como el desequilibrio económico que supondría tener que devolver prácticamente la totalidad de la ayuda recibida como señala la Intervención Delegada".

Esta Intervención General considera la no procedencia de recurrir al interés social del proyecto a realizar por el beneficiario para la justificación de una determinada actuación puesto que, según el artículo 1.d) de la Ley 2/1995 citada, es inherente a toda subvención  "que  la finalidad responda a una utilidad pública o interés social".

VII
Por último en el expediente analizado, el destino de la cantidad que se otorgue como subvención de interés social es la financiación (parcial) de determinadas inversiones en activos fijos de la empresa, teniendo como finalidad consustancial la generación de un determinado números de empleos con motivo del proyecto realizado. Consecuentemente, en la fórmula de cálculo se tienen en cuenta los dos parámetros, tanto la inversión como el empleo que determinan el importe final a conceder de la siguiente forma:

(
2.000.000, ptas por puesto de trabajo estable. Esta cuantía es de mayor importe en aquellos proyectos a los que se confiera un carácter excepcional, como ocurre en el supuesto que nos ocupa.

(
La cuantía otorgable debe ser equivalente, como máximo, al 95% de lo invertido por el Centro. Ello significa que al menos el 5% del proyecto inversor lo financia la entidad beneficiaria con otros fondos, entre los que cabe contemplar los préstamos bancarios subvencionados al amparo de la O.M. de 16‑10‑98. En aquellos casos en los que se dan supuestos excepcionales la cuantía de la subvención no podrá exceder el 75% de la inversión realizada.

Como se ha expuesto en  consideraciones anteriores, las inversiones realizadas fuera del plazo de 6 meses desde el abono anticipado de la subvención, no pueden computarse para el cálculo de la subvención, debiendo minorarse en las cantidades finales a percibir por el beneficiario.


Igualmente, los contratos de trabajos llevados a cabo con posterioridad al mencionado plazo, no han de tenerse en cuenta a la hora del cómputo de empleos fijos creados, por lo que no han de tenerse en cuenta en el cálculo de la cantidad de la subvención final a otorgar.    

En base a las consideraciones anteriormente expuestas, esta Intervención formula las siguientes   

CONCLUSIONES

1.-
El plazo se considera un elemento esencial en la relación subvencional, que se concreta en las bases reguladoras y cuyo incumplimiento conlleva la revocación de la subvención concedida. Las prórrogas del plazo de cumplimiento de las subvenciones deben solicitarse durante la vigencia el mismo y no una vez extinguido. Por otra parte, la solicitud, que debe ser motivada, no habilita al beneficiario, en tanto no tenga comunicación de la Administración, concediendo la misma, para incumplir el plazo a que estaba obligado.

Por tanto la falta de contestación de la Administración a una solicitud de prórroga no habilita al beneficiario de la subvención para entender concedida la misma y en consecuencia incumplir el plazo inicial de ejecución de las actuaciones y de justificación a que estaba obligado. En el expediente objeto de análisis sólo procede el abono de las actuaciones ejecutadas en el plazo establecido en la orden de concesión inicial, debiendo minorarse las inversiones realizadas con posterioridad a dicho plazo.

2.-
Respecto a si se dan o no circunstancias de fuerza mayor que justifiquen las actuaciones del interesado, por éste no se ha acreditado en el expediente la concurrencia de la misma.

3.-
Por lo que se refiere a la creación de empleo, han de considerarse todos aquellos contratos de trabajo celebrados en plazo, es decir antes del 8 de febrero de 2002, y que tuvieran un  carácter indefinido, de acuerdo con la interpretación dada a la creación de empleo estable por la Dirección General de (...............(, en sus Instrucciones de 5 de mayo de 2000 y lo expuesto en el Decreto 222/1998, de 23 de diciembre, de desarrollo parcial de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, en materia de bases reguladoras de las mismas.

A la vista de las conclusiones expuestas, esta Intervención General 

RESUELVE
Ratificar los  reparos  interpuestos por la Intervención Delegada,  considerándose no  admisibles las inversiones efectuadas así como el empleo estable creado con posterioridad al plazo previsto en la orden de concesión de la subvención.

De no estar conforme con la presente Resolución, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 88 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, y 16.puntos 3 y 4 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid podrá elevarse discrepancia ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde adoptar la Resolución definitiva.

�


Sobre la concurrencia de fuerza mayor en este tipo de expedientes ya se ha pronunciado esta Intervención en informe de fecha 8 de julio de 2002.


�


Informe de la Intervención General de la Comunidad de Madrid de 8 de julio de 2002 por el que se resuelve discrepancia. Subvenciones. Justificación. Incumplimiento de condición de creación de empleo. Inexistencia de fuerza mayor. Informe de la Intervención General de la Comunidad de Madrid de 1 de agosto de 2002. Subvenciones compatiblidad de la obligación de mantenimiento de los contratos de trabajo durante un determinado período con situaciones de pluriactividad o pluriempleo del trabajador.
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